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SENTENCIA INTEITLOCUTORIA DEL TRII]UNAL CONSTITUCIONAL

l.ima. 5 de noviembre de 2018

ASUNTO

Rccurso de agravio constitucional interpucsto por don Wilder Oblitas Burga
conlra la resolución de fojas 18,1, de fecha 14 de agosto de 2018, expedida por ]a

Prirnera Sala Especializada Civil de Ie Corfe Superior de Justicia de Lambayeque quc

JüclJró irnproccdcnre la dernanda de dulo..

FUNDAMENTOS

l. En Ia sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
o ficia I 'erudno el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, cn cl

la.
49, con carácter de precedente, que se expedirá senlencia irrterlocutoria
diclada sin mlls trámile, cuando se presenle algüno dc Ios siguicntcs

que rSua lmente están contenidos en el artic!¡lo ll dcl Rcglanlcnto
ol.lllativo del Tribunal Constiluoional

a) Carezca de fundamentaoión la supuesta v!rloemció¡ que se invoquc.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de espccial

trascendencia constitucional.
c) La cucstión de Derccho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Consti¡ucional.
d) Se haya decidido de ¡ranera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presenle caso, con fecha 7 de marzo de 2017, la parte dcmandantc solicita quc

se deje sio eleclo cl despido del que ha sido victima y q!¡e, en consecuencia. sc

ordene a la Bnpresa Agroindustrial lumán SAA quc lo reincorpore cn cl cargo dc
cortador de caña. Retiere que ingresó a laborar el i de setiembre de 2015 mediante
uu cortralo verbal. y contiuuó lrabajando mediante boletas de pago desde el l3 dc
noviembre de 2015 hasta el l4 de f¿brero de 2017, fecha en que no se le permitió el
inSreso a su centro de trabajo por disposición del Berente de Recursos llumanos y
sin cxpresión dc causa alguna. Alcga la violación dc sus dcrcchos a la igualdad y no
disc¡'iminación. al lrabajo y al debido proceso. Al respecto, debe evaluarse si lo
preteodido en la de,¡anda será dilucidado en una vía dilerente de la constitucional.
de acuerdo a lo dispuesto en el arlículo 5.2 del Código Procesal Constit!¡cional.
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En ese sentido, en Ia Sentencia 023 83-2013-PA/TC, publicada en el diario oficial
El Petuano el 22 de julio de 2015. esle liibunal estableció cn cl fundamento 15.

oon carácler de precede¡te, que una via ordinaria será "igualmente satisfacloria"
como la vía del proceso constit!¡cional de amparo si en un caso concrelo sc

demuest.a, dc manera copulativa, el cumplimiento de los siguientes elemenlos:
i) que la estructura del prooeso es idónea para la lutela del derccho; ii) que Ia

se lucra a emitir pucda brindar tutcla adecuada; iii) que no existe
produzca irreparabilidadl y iv) que no existe necesidad de una

derivada de la relevancia del derecho o de la gravedad de las
enclas

En este caso, desde una perspectiva objetiva, tenemos que el proceso laboral
abrcviado dc la Nucva Ley Procesal del Trabajo, Ley 29497, clrenla con una
estructura idónca para acoger la pretensión del demandante y darle tulela adecuada.
Es decir, el proceso laboral sc constituye en una vía célere y eficaz respecto del
arnpalo, donde puede resolverse el caso de derecho fundamental propuesto por el
dcmandanle. de confor¡nidad con el fundamento 27 de la Sentencia 02383-2013-
PA/TC,

5. I'or otro lado, atendiendo a una perspectiva subjetiva, en el caso de autos ¡o se ha
acreditado un riesgo de irreparabilidad del derecho en caso se traosite por la vid
ordinaria. De igual manera, tampoco se ve¡ifica Ia necesidad de tutela u¡genle
derivada de la relevancia del derecho en cuestión o de Ia gravedad del daño que
podría ocurrir.

6. Por Io expr¡esto, en el caso concreto existe una vía igualmente satisfactoria que es el
proceso laboml abreviado. Así, habiéndose verificado que la cuestió¡ de Derecho
invocada contradice un precedente del Tribunal Constitucionel, el recurso de
agravio debe ser desestimado.

7. De olro lado, si bien la sentencia emitid¡ en el Expediente 02183-2013-PA/TC
cstablece reglas procesales en sus fundamentos l8 a 20, es necesario precisar que
dichas reglas son aplicables solo a los casos que se encontraban en trámite cuando
Ia precitada sentencia aue publicada en el diario of]lcial El Peruono (22 de iulio de
2015). no ocurricndo dicho supuesto en el presente caso, dado que la demanda se
inlerpuso el 7 de marzo de 2017.

8. En consecuencia, y dc lo expuesto en los fundamentos 3 a 6 sapra, se verilioa que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rcchazo previsla en el
acápite c) del lundamento 49 de la senlencia emitida en el Expedientc 00987-2014-
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PA/TC y en el inciso c) del artículo l1 del Reglamento Normativo del lribunal
Constitucional. Por esta razón, coÍesponde declarar, sin más trámite, improcedcnte
el recurso de agravio constitucional.

Por estos lundamentos, el Tribunal Constilucional, con la autoridad que le
confiere la Co¡stilución Política del Perú. el i'undamento de voto del magistrado Sardón
de'llaboada y la participación del megistrado Ilspinosa-Saldaña llarrera. convocado para

dirimir Ia discordia suscitada por el voto s¡lgular dcl magistrado fcrrero Costa.

RI]SUELV¡]

Declarar INIPIIOCEDIINTE el recurso de agravio constitucional

Publíquesc y notifíqucse

SS

NIIRANDA CANAI,ES
SARDÓN DE 1'ABOADA

I
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Si bien estoy de acuerdo con el fallo de la sentencia interlocutoria expedida en auros,
discrepo de su fundarnentación.

lrn el acáp;te b) del hr¡darnento ,19 de la seotencia emilida en el ExpedieDte 00987-
2014-PA/TC precedente Vásquez Romero- este Tribunal Constitucional señaló que
debc rechazarsc el recurso dc agravio constiluc;onal cuañdo la cuestión de Derecho que

conliene no sea de especial trascendencia constitucional.

En este caso, la parte demandantc solicita su reposición en el puesto de trabajo, por
considcrar quc fuc despedida arbitraria¡nente. Sin embargo, como he scñalado
rcpetidamcntc cn mis votos emilidos como magistrado de este Tribunal Constitucional.
considero que nuestra Constitución no eslablece un régimen de estabilidad Iaboral
absoluta.

A ¡ri entender, el derecho altrabajo consagrado por el articulo 22 de la Constitución no
i¡clLiye la reposición. Como señalé en (rl voto singular que emití en el Expedientc
05057-2013 -PA/TC. Precedente Iluatuco Huatuco, elderecho alkabajo

debe ser entendido co]mo l.t posíbílidad de acce(let libt¿ rcnte al mercado
loboral o a d¿súrroll.tr la actfiídad econón1ica qüe üno quiero, dentro ¡a
los límitcs que h [e¡, establece por razones de orllen público- Solo esta
interprctación es consislenle con las libertades dc contratación y lrabajo
consagradas cn el arliculo 2', incisos 1,1 y l5; la libcrtad de enrpresa
eslablecida en el articulo 59o; y, la visión dinámica del proceso económico
;orr¡<niJ¿ en el aruculo ó l" de lr ( on\r iru, ion.

Así, cuando el artículo 27 de la Constilución de 1993 establece que "la Iey otorga al
trabajador protección adecuada contra el despido arbitrario", se refiere solo a oblener
una inde¡¡nización determinada por la ley.

A mi crilerio, cuando la Constitución ufilizó el adjefi\o arb¡t¡,úrio, englobó lanlo al
despido ralo como al inju:tiliLado de los que hablaba el Decreto Legislativo 728, Ley
de lro¡nento del Empleo. de 12 dc noviembre de l99l.

Esb es así porque, según el Diccionario de la l-engua Española, ¿.r¿rrdr¿ es

Sujelo a la libre rolunrad o al capricho anres quc a la ley o a 1¡ r¡zón.

Indebida¡¡ente, la Ley 26513 promulgada cuando ya se encontraba vigenle la actual
Conslifución prelendió equipalar el dqspido que la Constitución dcnominó ¿r"¡itla/ /D
solo a lo que la !ersión original del Decreto Legislati\a 728llamó inJu:tiluda.

FUNDAMBNTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ililtLil lillil L

LXP. N.' 03556,20t8-PAiTC
I-AMBAYEQUI
wlLDLit oLIL AS LIURO^

Semejante operación normativa implicaba afirmar que el despido r¡rlo no pucde scr
descrilo como "sujeto a la l;bre voluntad o al capricho antes que a Ia ley o a la razón", lo
quc es evidentemcnte inaceptable.

Más allá de su deficiente lógica, la Ley 26513 tuvo co¡¡o consecuencia resucitar la
reposición como medida de protección frente a un tipo de despido, entregándoles a Ios
jueces poder para forzar la continuidad de una relación de trabajo.

Esta nueva clasificación {ue se mantiene en el Texto Único Ordenaalo del Decreto
Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboml, aprobado mediante
Decreto Supremo 003-97-TR- es inconstitucional.

Lanlcnlablemenle, este error f'ue ampliado por el Tribunal Constitucional medianre los
casos Sindicato Tclcfónica (2002) y Llanos Huasco (2003), en los que displrso quc
correspondía la reposición incluso lrente aldespido arbitrario.

Al tie¡npo que extrajo la reposición de la existencia del arnparo laboral, Llanos Iluasco
pretcndió que se dislinguiera entre el despido nulo, el incausado y el fraudulento. Así,
si no conveocía, al menos confundiría.

A mi criterio, la proscripción co¡tstilucional de la reposición incluye, ciertame¡te, a los
trabajadores del Estado sujclos al Decreto Legislativo 276 o a cualquier otro régimen
laboral público.

La Constitución de l99J eviló cuidadosamente utilizar el tórmino "estabilidad laboral'.
con el que tanto su predecesora de 1979 co¡1o el Decreto Legislalivo 276, de24 de
marzo de 1984, sc rcferian a la reposición.

El derecho a la reposición del régi¡nen de la carrera administrativa no sobrevivió, pues.
a la promu¡gación de la Conslituoión el 29 de diciembre de 1993- No cambia las cosas
que hayan transcurrido casi veinticinco años sin que algunos sc percaten de ello.

s.

SARDÓN DE TABOADA

Loq\
\,

l)or tanto. considero que el rccurso de agravio constitucional debc rcchazarse porque no
cslá relacionado con el contenido constitucional¡nente protegido del derccho in\rocado.

certifica.:

A
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Con la potestad que me otorga la Consritución, y con cl mayor respcto por Ia ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetu;samentc
que disiento del precedente vinculante establecido en Ia Sentencia 00987-20l,l-pA/TC.
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fu¡damentos que a
continuación expo!rgo:

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

EL TRIBUNAL CoNSTITUCIoNAL coMo coRTE DE REVISIóN o FALLo y No DE
CASACIóN

La Constit!¡ción de 1979 creó el Tribunal d€ Carantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constit!¡ción de I993 convirtió al Tribunal Constitucionrl
cn jnstancia de fallo- La Constilución dcl 79, por primera vez en nueska historia
conslitucional, dispuso la creación de un órgano d¿l ¿oc, independiente de¡ poder
JL¡dicial, con Ia tarea de garantizar la supremacía constitucionaiy la vigencia plena
de los derechos firndamentalcs

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Ga.anhas
Constitucionales era un óryano de conlrol de Ia Constitución, que tenía j urisdicc ión
en todo el territorio ¡acional para conocer, en v ía de casacíón,áe los hib"o, 

"orpr.,y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho TribunaÍ no
constituía una instancia habilitada para lallar cn forma definitiva sobre Ia causa. Es
decir, no sc pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Conslitución.

En ese sentido, la Ley 23385. Ley Orgánica del Tribunal de Garantias
Constitucionales, vigente en ese momento, cstableció, en sus artículos 42 al46, que
dicho órgano, al cncontrar una resolución denegatoria que ha vioiado la ley o ia ha
aplicado en Forma errada o ha incurrido en graves vicios procesal;s en la
lramitación. y-resolución de la demanda, procederá a casar la sentcncia y, luego de
señalar la deflciencia, devolverá los actuados a ia Co¡te Suprema de ¡usi;c;aie ta
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

El modclo de tulela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamenre
modificado en la Constiiución de 1S93. En primcr lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cualro, a saber, habeas cot?us, atttparo, habeas tlafa
y acción de cumplimienlo. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
co,no órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
ca lifir a erróncamenre como ''organo Je contrul de ld r on.tilución . \o obsLante- cn

t$l



ilutilililttil ill lil

5

EXP. N.. 03 556-20 r 8-PA ¡ra
LAMRAYEQUE
WILDEROBI-fTAS BURGA

materia de procesos constitucionales de 1a libertad, Ia Constitución establece que cl
TribLinal Constitucional es instancia de revisión o lallo.

Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, eñ su articulo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Const,tucjonal ,,conocer, en últina ),
¡le,linitiw instancia, lcts resoluc¡ones denegatorids dictadas en lo.r procesos cle
habeas corpus, dmparo, habe.ts data ! acción de cunplímiento,,. Est, disposición
constitucional, desde una posición de franca tLfela de los derechos fundamentales.
e¡.ige que el lribuna¡ Conslirucionrt escuche y e\alúc loJ alegatos de quien re
estima ame¡azado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin .uprerrró d. lu
sociedad y del Estado (articulo Il, y ',ld obsemancia del d¿bido proceso y tutela
jarisdiccbnal- Ninguna persona púede eer desyiada de ta juri;dícción
predeterminada por la le!, n¡ so etida a proced¡niento distinto de lc)s preyíamekte
estdblec¡dos, ni juzgida por órganos jurisdiccionales de excepiión ní por
comisiones especíales creadas al efecto cualqu¡erd.¡ea su denominaciSn,,.
consagrada en elartículo 139, inciso 3.

6 Como se advierte, a dilerencia de lo que acontece en otros países. en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la yia del cefli)rari
(Suprema Cofte de los Estados Unidos), en el perú el poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar ai fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no hayá obtenido una
protección de su derecho en sede del poder Judicial. En otras paiabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental. se
debe abrir la \rJ correspondienle para que el Tribunal Constirucional pueda
p¡o¡unciarse. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permire al
peticionante colaborar con los jueces constit!¡cionales mediante un porÁenorizado
Jnáli'is de lo que se prelende. de lo que sc invoca.

Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la delensa; además, un Tribunal Constitucional constit!¡ve el más
elecrivo medio de dejensa de Io5 der(cho. fundamenlales frente a loq podcres
públicos y privados, Io cual evidencia el triunfb de la iusticia frenie a la
arbitrariedad.

7

EL DERECHO A sER oiDo coMo MANII.E5TACIóN DE LA DEMoCRATIZAC!óN DE l,os
PRocEsos CoNSTITUCtoNALEs DE LA LIBERIAn

rw

8 La administración de justicia constitucional de la libertad q!¡e b.inda el Tribunal
Constitucional, dgsde su creación, es respetuosa, cooo corresponde, delderecho de

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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defensa inherente a toda persona, cuya manit'estación primaria es el derecho a ser
oido con todas Ias debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respeclo a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse aüdiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, ¡os argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación quc
debe regir en lodo proceso conslilucionrl.

Sobre la intervención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de ¡os derechos inherentes a todo se¡ hlrmano, Io que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses.
que \e concede cn la audiencir de \i§ta. tambien constitule un elemenlo que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirlc alegar Io correspondiente a su lavor, Io que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tGne el deber
ineiudible de oplhnizar, en cada caso concrcto. las razones. los motivos v los
argurnenl05 que jlrslifican \u. decisiones. porque el Iribunal t on,tirucion¿l .e
legitima no por scr un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razoncs de derecho y de hecho relevantes en c;da
caso que tesuelvc.

12. En ese sentido, la Corte Inte.americana de Derechos Huma¡os ha establec¡do que el
derecho de defensa "obligd al Estado a tratar al indtt)iduo en to¿lo nomento como
un wrdaderc sujeto del proceso, en el más amplio senfido de este concepto, y no
simplenente como objeto del mishto,,), y qre ,'pora rlue exista tlebido ptuiero í"gol
e\ Pr.t t.ro qu. un ¡u'ti. iable pu.Ja h.tLü wler :u: derecho\ v deJ,nder iu:
intere*: en.Jbrna ekctha v en.ondíciones de igualdad procesal con otros

I Cone IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del l7 de noviembre de 2009,
párafo 29.
2 Co¡te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párafo I46.

tv(
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13. EI modelo de "insta¡cia de fallo', plasmado en la Constjtución no pued€ ser
desv;rtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo! pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a ia Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"senteocia intcrlocutoria,', el recurso de agravio constitt¡cional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ¡i mucho menos ".ccalificar', el tecurso de agravio constituci;nal.

15. De conformidad con los ar1ículos 18 y 20 del Código procesal Constitucional. el
Tribunal Constiluciona¡ no "consede', el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que Ie coffesponde is conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. por ende, no le ha si<lo dada la competencia rle
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de ',conocer', lo que la parte alega
como un atravio que le c¡u-a indefensión.

NATUILALEza PRocESAL DEL RECURso DE AGRAvto CoNSTITUcIoNAL

t6

l8

Po¡ otro lado, la "sentencia interlocutoria,' establecc como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecises y amplias cuyo contenido, en el mé¡or de loi casos,
requiere ser aclarado, justiflcado y concretado en supuestos cspeiificos, a sabcr,
identil'icar cn qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirio, ni ¡ustificarto,
conviefte el empleo dc la precitada sentencia e¡ arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho lundamental de defensa, en su manifestación de ser
oido con las debida. gardflIó. pues ello daría lugar a deci\ione5 subjeli\as )
carentcs de p¡edictibilidad, afcctando notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar quó resolvcrá el Tribunal Constituc ional intes <1. práa"ntu. .u
respectiva dema¡da.

17. Por lo demás, mutdtS mutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional e¡ otros
fallos, como en ei caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez lsentencia 02g77-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de ¡os procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, via previa,
vías paralelas, Iitispendencia, iovocación del derecho cónsdtucional liquido y
cierto, etc.).

Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal dislinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que sc pueda desvirtuar la esencia pri¡cipal del recurso de agravio
constitucional.

w
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19. Por ta¡to, si se tiene en cuenta que :a justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentaies de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encucnlran justicia en el poder Judicial:
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo Ie queda el camino de la jurisdicción internacional de protección d; derechos
humanos.

EXP. N." 03556-2018-PA/IC
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Como afinnó Raúl l-errero Rebagliati, ,,la defensa del derecho de uno es. al misr¡o
liempo. una defensa ¡o{al dc la Constilución. pues si roda gdranlia cons(i(ucion¡l
entrañd el acccso d la nrestac¡on.iur¡\dic(,ional, (rda cr¡rl a-l detender ru derecho
eslá dcfendiendñ el dc lus dentii5 ) c Jc l¿ \omuniclad que rcsulta oprinrida o
envilecida sin la protección judicial auténtica,,
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